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De acuerdo con las disposiciones constitucionales relativas a la aprobación 
de tratados internacionales en el ordenamiento colombiano, es necesario que 
el Congreso expida una ley1 que supere el examen de constitucionalidad 
que realiza la Corte Constitucional2 para que el presidente de la República 
pueda ratificar el instrumento internacional, salvo casos excepcionales en 
los que los tratados internacionales de contenido económico o comercial 
celebrados en el marco de organismos internacionales pueden ser aplicados 
provisionalmente mientras se surte el proceso interno.
En pocas palabras, los tratados internacionales ratificados por Colombia 
deben superar un triple filtro aplicado por las ramas del poder público. No 
obstante, en el caso del control que realiza la Corte Constitucional se trata 
de la última instancia en que se tiene la posibilidad de revisar y cuestionar 
la aprobación del tratado con base en los fundamentos constitucionales de 
nuestro ordenamiento jurídico. Pero a la vez, supone que, por ser el último 
control, debería ser el más riguroso, en virtud del principio de pesos y con-
trapesos y de la independencia judicial. 
En principio los Tratados Bilaterales de Inversión (tbi) y los Tratados de 
Libre Comercio (tlc) con capítulos de inversión celebrados por Colombia, 
deben surtir el procedimiento regular establecido en la Constitución antes 
de que empiecen a surtir efectos jurídicos –en sentido formal– dentro del 
ordenamiento nacional. Encontramos, entonces, que desde la expedición de 
la Carta de 1991 se han proferido más de una decena de leyes aprobatorias de 
ese tipo de tratados y, por tanto, más de una decena de sentencias de la Corte 
Constitucional en las que hay un pronunciamiento de fondo relacionadas 
con su constitucionalidad5. 
* El autor desea agradecer a la profesora Magdalena Correa Henao por sus valiosos comentarios y 
las interesantes ideas que aportó para la consolidación de este documento.
1 Constitución Política. Artículo 15.16.
2 Constitución Política. Artículo 21.1.
 Constitución Política. Artículo 22.
 Es preciso señalar que, en relación con los efectos jurídicos, esta afirmación es en sentido formal 
por cuanto en realidad creemos que incluso desde antes de surtir el procedimiento constitucional 
para su aprobación, la norma internacional ya genera efectos sustanciales. 
5 En concreto nos referimos, por un lado, a los tratados de libre comercio con Estados Unidos, 
México, Chile, el Triángulo Norte y los Estados aelc; y por otro, a los acuerdos en materia de 
inversiones con España, Cuba, Reino Unido, Japón, Suiza, Perú, China, India. Así mismo, vale la 
pena señalar que actualmente otros seis acuerdos de ese tipo están en proceso y por ende surtirán 
el proceso, a saber, con Francia, la Unión Europea, Turquía, Singapur e Israel. 
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En términos generales, el ejercicio del juez constitucional a la hora de 
revisar la exequibilidad de estas normas ha sido uniforme, conduciendo por 
lo general a la declaratoria de constitucionalidad de tales leyes aprobatorias 
y, por ende, de esos tratados internacionales. Pese a ello, esa uniformidad ha 
llevado a que la jurisprudencia en la materia sea reiterativa, hasta el punto 
de convertirse en anacrónica frente a las dinámicas jurídicas, económicas 
y sociales que rodean la adopción de ese tipo de acuerdos internacionales6.
Es debido a esa desconexión entre la realidad nacional y el análisis del juez 
constitucional que en las próximas páginas reivindicaremos la necesidad de 
propiciar un cambio en la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional, en lo 
que respecta al control de constitucionalidad de los tlc y los tbi, y sus respec-
tivas leyes aprobatorias. Para tales efectos, dividiremos el artículo en tres partes. 
En primer lugar, trazaremos la línea jurisprudencial actual relacionada 
con la constitucionalidad de ese tipo de tratados, con lo cual caracterizare-
mos el ejercicio que hace el juez constitucional e identificaremos las reglas 
jurisprudenciales que han sido creadas para ese tipo de análisis; en el se-
gundo apartado identificaremos los requisitos que la Corte Constitucional 
ha establecido para que resulte procedente y oportuno un cambio de línea 
jurisprudencial; y por último, con base en esos requisitos, justificaremos las 
razones por las cuales consideramos prudente y necesario que ocurra un 
cambio en la forma en que el juez constitucional revisa la constitucionalidad 
de los tlc y los tbi y resaltaremos algunas conclusiones en torno al papel 
que el alto tribunal (y sus magistrados) están llamados a desempeñar. 
1 .  la s  c a r a c t e r  s t i c a s  d e l  c o n t r o l 
d e  c o n s t i t u c i o n a l i da d  d e  la s  l e y e s 
a p r o  at o r i a s  d e  t r ata d o s  d e  l i  r e 
c o  e r c i o  y  t r ata d o s  d e  i n  e r s i  n
Desde la constitución de la Corte Constitucional en 1992, el alto tribunal 
se ha visto obligado a pronunciarse sobre la constitucionalidad de aproxi-
6 daniel rivas ramírez. “El derecho internacional de las inversiones, otro de los desaires de la juris-
prudencia constitucional colombiana”, en juana inés acosta lópez; paola andrea acosta alvarado 
y daniel rivas ramírez. De anacronismos y vaticinios: diagnóstico sobre las relaciones entre el derecho 
internacional y el derecho interno en Latinoamérica, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
Universidad de La Sabana y Sociedad Latinoamericana de Derecho Internacional, 217, pp. 655-657.
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madamente 2 instrumentos internacionales. De ellos, alrededor de 5 
corresponden a tlc, tbi o acuerdos de complementación económica, y son 
los que han servido como insumo principal de la línea jurisprudencial que 
aquí presentamos7. 
Por razones metodológicas hemos decidido extraer y presentar a con-
tinuación los principales elementos de tal línea jurisprudencial en clave de 
dos cuestiones. La primera es la naturaleza y alcance del control de consti-
tucionalidad que se hace a ese tipo de tratados (y sus leyes aprobatorias); la 
segunda, las principales reglas jurisprudenciales que la Corte ha establecido 
para evaluar la exequibilidad de ese tipo de normas en particular. Veámoslas. 
1 . 1 .  la  n at u r a l e z a  y  a l c a n c e  d e l  c o n t r o l 
d e  c o n s t i t u c i o n a l i da d  d e  l o s  t r ata d o s 
i n t e r n a c i o n a l e s  y  s u s  l e y e s  a p r o  at o r i a s
Con ocasión del mandato constitucional de la Corte Constitucional en 
materia de la revisión de exequibilidad de las leyes aprobatorias de tratados 
internacionales, desde los primeros años de su jurisprudencia el juez cons-
titucional se ha ocupado de delimitar y caracterizar este ejercicio con base 
en lo establecido por el artículo 21.1 de la Constitución Nacional. 
Al respecto, se puede ver cómo el juez constitucional, en particular en 
una de sus primeras sentencias en materia de tratados económicos (C-178 
de 1995[8]), señaló que el control de constitucionalidad que adelanta en esas 
ocasiones es un control preventivo9, abstracto1 y definitivo11. De allí que el 
7 Al final de este capítulo, en la Bibliografía, se presenta la lista completa de sentencias que fueron 
utilizadas en la realización de esta línea jurisprudencial. Cabe resaltar que hacemos esta aclaración 
en el entendido de que no todas ellas son citadas en el cuerpo del texto que aquí se presenta.
8 Sentencia mediante la cual se declaró la exequibilidad del Tratado de Libre Comercio con el 
Grupo de los  (México y Venezuela) y su ley aprobatoria, Ley 172 de 199.
9 El carácter preventivo del control de constitucionalidad debe ser entendido en cuanto al efecto 
principal que debe surtir este medio de control para garantizar la supremacía del texto consti-
tucional. Es importante distinguirlo de la naturaleza previa prevista en el artículo 21.1 de la 
Constitución que lo identifica como un control previo a la ratificación del tratado internacional. 
Al respecto cfr. la sentencia C-91 del 21 que declara la constitucionalidad del Acuerdo de 
Libre Comercio entre Colombia y los Estados (aelc) y su ley aprobatoria 172 de 21. 
1 La abstracción del control de constitucionalidad de los tratados internacionales debe ser entendida 
en tal sentido que el examen de constitucionalidad es general respecto de la Carta constitucional 
y por tanto no se detiene en el análisis de situaciones de hecho. 
11 La naturaleza definitiva del control hace referencia al tránsito a cosa juzgada constitucional al 
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examen de constitucionalidad que hace el juez sea un mero contraste objetivo 
del tratado y su ley aprobatoria con el texto constitucional, lo cual implica 
que se descarte cualquier análisis técnico de las disposiciones. 
Así mismo, como se señaló en las sentencias C- de 199[12] y C-75 
del 28[1], cualquier consideración sobre la utilidad, efectividad o eficien-
cia de los tratados debe ser realizada previamente por el ejecutivo a la hora 
de la negociación, y por el legislativo a la hora de la expedición de la ley 
aprobatoria. Así, por ejemplo, vemos cómo en la última sentencia referida, 
el juez constitucional aclaró que: 
Los aspectos de conveniencia, oportunidad, efectividad y utilidad de los acuerdos 
comerciales son materias ajenas a las funciones jurídicas que le han sido asignadas 
a la Corte Constitucional como guardiana de la integridad y supremacía de la 
Constitución. A la Corte Constitucional lo que le corresponde es la definición de 
la constitucionalidad de la ley y del instrumento aprobado, y por ello, en su juicio 
también milita la necesidad de la salvaguardia de las competencias judiciales de los 
restantes organismos de la jurisdicción nacional e internacional y de la supranacional 
o internacional, según sea del caso.
Esto quiere decir que en realidad el control de constitucionalidad que ejerce 
el juez constitucional se caracteriza por ser residual, último y limitado, y 
que, en principio, no le corresponde pronunciarse sobre el fondo del ins-
trumento. Tanto es así que en ese mismo fragmento podemos ver cómo la 
Corte se escuda en que los juicios sustanciales relacionados con el tratado 
(y la ley aprobatoria) los deben realizar otros organismos judiciales, sean 
nacionales o internacionales.
En sentido similar, la Corte ha sido clara al reconocer, incluso desde la 
misma sentencia C-178 de 1995, que el análisis de constitucionalidad, al 
menos respecto de los tratados económicos, debe prestar especial atención al 
que pasan los tratados. Respecto de esta última característica dan fe, por ejemplo, las sentencias 
C- y C-581 del 22 o C-86 del 26, en las que al revisar la exequibilidad de los acuerdos 
de complementación económica regionales remiten al juicio definitivo realizado de los tratados 
marco dentro de los que se enmarcan, y zanjan la argumentación de su decisión a través de la 
figura de la cosa juzgada. 
12 Sentencia mediante la cual se declaró la exequibilidad del Acuerdo sobre el Commonwealth Agri-
cultural Bureaux y su ley aprobatoria 8 de 199.
1 Sentencia mediante la cual se declaró la exequibilidad de la Ley 11 del  de julio de 27, por 
la cual se aprueba el Acuerdo de Promoción Comercial con los Estados Unidos de América. 
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respeto de las competencias constitucionales exclusivas del Estado1 y a los 
presupuestos esenciales de la Constitución. En relación con estos últimos, en 
las sentencias C-86 del 26[15] y C-16 del 215[16] el mismo juez consti-
tucional identificó clara y específicamente aquellos principios que pueden 
considerarse esenciales, entre ellos la soberanía popular, la separación de 
poderes públicos, la dignidad humana, los derechos fundamentales17 y los 
mandatos, valores y principios del Estado Social de Derecho18. 
Finalmente, en cuanto a la naturaleza y alcance del control de consti-
tucionalidad sobre los tratados internacionales, es necesario resaltar que la 
Corte ha sido reiterativa y enfática en las sentencias C-178 de 1995, C-581 
del 22 y C-86 del 26 al excluir de su examen de exequibilidad cual-
quier consideración respecto de la conveniencia política o económica que 
pueda representar el tratado internacional revisado. Así, por ejemplo, en la 
sentencia C-51 del 212 encontramos que: 
1 En el caso de la revisión de constitucionalidad de los tratados en materia económica, la Corte 
Constitucional ha hecho especial énfasis en las competencias exclusivas en materia económica 
(expropiación, régimen cambiario, hacienda pública, entre otros), y en los poderes de autonomía 
regulatoria (autonomía para obligarse internacionalmente, restricción de derechos a los extranjeros 
en el territorio colombiano, constitución de monopolios, entre otros). Al respecto se pueden ver 
adicionalmente las sentencias C-58 y C-79 de 1996, C-8 de 1997 y C-86 del 26 entre otras. 
Así mismo, para mayor detalle se puede consultar daniel rivas ramírez. Op. cit., pp. 67-61.
15 Sentencia mediante la cual se declaró la exequibilidad de la Ley 1 del  de diciembre de 25, 
que aprueba el Acuerdo de complementación económica suscrito entre los estados del Mercosur 
y de la can.
16 Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico firmado en la ciudad de Paranal, Antofagasta, Chile, 
el 6 de junio de 212, y la ley 1721 de 21 que lo aprueba.
17 En este caso, cuando la Corte Constitucional se refiere a los derechos fundamentales es 
importante tener en cuenta que lo hace al amplio catálogo de derechos y libertades reconocidas 
a los habitantes del territorio colombiano. Esto quiere decir que se incluyen no solo aquellos que 
aparecen expresamente en el texto constitucional sino también los que se integran vía bloque de 
constitucionalidad y desarrollo jurisprudencial, entre otros. 
18 En relación con la noción de principios y valores constitucionales del Estado Social de Derecho 
se puede acudir a las sentencias T-6 de 1992, C-59 del 2, y T-622 del 216, en las que la 
Corte Constitucional ha hecho un esfuerzo por identificarlos. Y en relación con los valores, el juez 
constitucional los ha definido como el catálogo axiológico a partir del cual se derivan el sentido 
y la finalidad de las demás normas del ordenamiento jurídico, explícitos o no, por lo que sirven 
como ejemplo aquellos contenidos en el preámbulo y el artículo 2.º del texto constitucional. En 
cambio, los principios han sido entendidos como aquellos que consagran prescripciones jurídi-
cas generales que suponen una delimitación política y axiológica reconocida y, en consecuencia, 
restringen el espacio de interpretación del juez constitucional y el operador jurídico en general. 
Entre ellos la Corte identifica los contemplados en los artículos 1.º y .º de la Constitución. 
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El control de constitucionalidad que realiza la Corte sobre el tratado internacional 
tiene carácter jurídico y objetivo. Esto significa que la labor de este Tribunal se 
concentra en la evaluación de la compatibilidad entre las disposiciones del acuerdo 
de liberalización comercial y la Carta Política, lo que excluye un análisis pormeno-
rizado acerca de la conveniencia económica de las cláusulas que regulan el inter-
cambio comercial bajo un régimen arancelario específico. Esto debido a que, por 
mandato de la misma Constitución, esa evaluación de conveniencia y oportunidad 
de las cláusulas económicas de los tratados de integración comercial es un asunto 
de competencia del presidente en su condición de Jefe de Estado, la cual a su vez 
hace parte de la atribución de dirección general de las relaciones internacionales 
y celebración de tratados y convenios con otros Estados o entidades de derecho 
internacional (art. 189-2 C.P.). Corresponderá al Ejecutivo, fundado en la debida 
protección de los intereses de la economía nacional y en la plena vigencia de los 
derechos constitucionales, lograr durante la etapa de negociación del tratado un 
acuerdo conveniente, oportuno y recíproco.
En conclusión, en lo que respecta a las características del control que hace la 
Corte Constitucional, podemos destacar que se trata de un control residual, 
limitado y específico. De acuerdo con los pronunciamientos de la misma 
Corte, es un examen propiamente jurídico, que no trasciende a las esferas 
económica, política o social, ni siquiera cuando exista la posibilidad de que 
conlleve una afectación indirecta de un interés público constitucional. 
A partir de esos elementos del control de constitucionalidad que ejerce la 
Corte Constitucional, podemos anticipar que una de las principales razones 
para que haya un cambio jurisprudencial radica en la imperiosa necesidad 
de superar la visión positivista del derecho que restringe y desconecta al 
ordenamiento jurídico de las realidades y dinámicas nacionales. A lo que 
además habrá que sumar, como lo veremos, la importancia de reivindicar 
la esencia del sistema de pesos y contrapesos previsto en nuestro Estado 
constitucional. 
1 . 2 .  r e g la s  j u r i s p r u d e n c i a l e s  pa r a  la  r e  i s i  n  
d e  la  c o n s t i t u c i o n a l i da d  d e  l o s  t r ata d o s  
d e  l i  e r a l i z a c i  n  c o  e r c i a l
Por otra parte, en relación con la revisión constitucional de los tratados 
internacionales de contenido económico, en la sentencia C-51 del 212 la 
Corte Constitucional reconoció que en la práctica se han constituido diversas 
reglas jurisprudenciales para la realización de ese tipo de examen. Es por 
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ello que la Corporación ha identificado al menos cuatro reglas que deben 
aplicarse en esos casos. 
En primer lugar, a la hora de realizar el respectivo análisis de constitu-
cionalidad el juez no puede perder de vista que la naturaleza jurídica de las 
leyes aprobatorias de esos tratados internacionales es la de una ley ordina-
ria19. En consecuencia, se trata de una norma que debido a su inferioridad 
jerárquica (según la Corte) no constituye un parámetro de constituciona-
lidad ni subordina a otras normas con fuerza material de ley2. A su vez, 
esto implica, como se viene destacando desde las sentencias C-191 de 1998 
y C-155 de 27, que los acuerdos de liberalización comercial no cobran 
efectos jurídicos plenos en el ordenamiento nacional. 
Por otra parte, como hemos señalado, el juez constitucional debe distin-
guir entre su mandato de juicio de constitucionalidad y el análisis de conve-
niencia económica y oportunidad comercial. Incluso, en la sentencia C-86 
de 26 la Corte Constitucional reconoció que debe ser consciente de que 
la cesión de intereses económicos en aras de lograr la apertura de mercados 
no se puede considerar una vulneración de los principios constitucionales de 
equidad, igualdad, reciprocidad y conveniencia nacional, y que tal análisis 
de conveniencia y oportunidad recae en cabeza del Jefe de Estado. 
19 Al respecto consideramos oportuno señalar que la Corte Constitucional se ha caracterizado 
por ser monista moderada y, en consecuencia, ha acogido de manera fehaciente la teoría de la 
incorporación de las normas internacionales a través de leyes aprobatorias (que, en principio, 
están revestidas de una naturaleza ordinaria). Pese a ello, tras revisar en detalle la jurisprudencia 
constitucional, y analizar la forma en la que trata las relaciones entre el derecho internacional 
y el derecho interno, no es en realidad monista moderada y no se puede hablar de que la ley 
aprobatoria sea un acto de transformación de la norma internacional. Respecto de lo primero 
cfr. juana inés acosta lópez; paola andrea acosta alvarado y daniel rivas ramírez. De 
anacronismos y vaticinios: diagnóstico sobre las relaciones entre el derecho internacional y el derecho 
interno en Latinoamérica, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 217; en cuanto a lo 
segundo, la naturaleza jurídica de las leyes aprobatorias, sugerimos consultar en esta misma obra 
el trabajo de paola andrea acosta alvarado. “La naturaleza jurídica de las leyes aprobatorias 
de tratados y su impacto en el sistema normativo de la Constitución de 1991”, en floralba 
padrón pardo y magdalena correa henao. ¿El Estado constitucional en jaque? t. ii, El Estado 
constitucional y el derecho internacional, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 218. 
2 Respecto de la discusión acerca del lugar jerárquico que ocupan este tipo de normas dentro del 
ordenamiento jurídico nacional, según la misma Corte Constitucional, se recomienda consultar 
daniel rivas ramírez y kevin herrera santa. “La jerarquía normativa del derecho económico 
internacional: ¿legalidad o infralegalidad de los tratados de libre comercio?”, y daniel rivas 
ramírez. “El derecho internacional de las inversiones, otro de los desaires de la jurisprudencia 
constitucional colombiana”, ambos en juana inés acosta lópez; paola andrea acosta alvarado 
y daniel rivas ramírez. De anacronismos y vaticinios…, cit.
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La tercera regla reconoce el carácter débil y a priori del control de cons-
titucionalidad de esos tratados, debido a que quien está llamado a dirigir 
las relaciones internacionales y la negociación y celebración de tratados 
es el presidente y, por tanto, la función del juez constitucional se reduce a 
verificar que no haya un desbordamiento de competencias constitucionales 
presidenciales. Así mismo, en las sentencias C-75 y 17 de 28 la Corte 
señaló que es débil en el entendido de que el Congreso está facultado para 
expedir normas relacionadas con el modelo económico del país debido a 
que la Constitución no lo define y, en consecuencia, la Corte sólo puede 
restringirse a verificar que no vulneren los principios constitucionales ni 
los principios de proporcionalidad y razonabilidad. 
Finalmente, en la sentencia C-68 del 21 el juez constitucional añadió 
que, debido al mandato constitucional de la internacionalización de las rela-
ciones del Estado definido por los principios de equidad, reciprocidad y con-
veniencia nacional, este limita la función del juez constitucional únicamente 
a verificar el cumplimiento de esos principios, el respeto de los mandatos 
constitucionales exclusivos, y los derechos y libertades fundamentales21. 
Por último, la Corte ha señalado que se debe presumir prima facie la cons-
titucionalidad de las cuestiones técnicas y operativas del tratado internacional 
de liberalización comercial22. Convirtiendo esa regla en una presunción de 
tal envergadura como para que 
… en caso de que tales contenidos se tornaren contrarios a la Constitución en vir-
tud de la dinámica propia de la ejecución del acuerdo de liberalización comercial, 
esta problemática debe ser asumida a través de los mecanismos contemplados en el 
derecho interno para la protección de los derechos constitucionales concernidos2.
Ahora bien, aunque dichas reglas jurisprudenciales han sido identificadas en 
concreto para los acuerdos de liberalización comercial, no por ello se debe 
descartar su sustrato material para efectos de analizar la actividad judicial de 
la revisión de tratados internacionales en general, y para el caso de tratados 
de inversión, en particular. 
21 Adicionalmente cfr. las sentencias C-75 de 28 y C-68 de 21. 
22 Nuevamente, se puede acudir a la sentencia C-86 de 26 en la que se desarrolla esta regla in 
extenso.
2 Sentencia C-51 de 212, Consideración .2.. Constitucionalidad prima facie de los aspectos 
técnicos y operativos
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En tal sentido, en realidad el examen de constitucionalidad realizado 
por el juez en ese tipo de situaciones se limita a acudir a los artículos 9.º, 
15.16, 226 y 227. A su vez, la Corte se limita a evaluar principalmente las 
cuestiones de soberanía, la promoción de la integración regional e interna-
cionalización de las relaciones del Estado, y el respeto a los principios de 
equidad, reciprocidad y conveniencia nacional.
Ello quiere decir que, en realidad, la Corte Constitucional hace un análisis 
superficial de la constitucionalidad de ese tipo de tratados internacionales, 
en el cual no tiene en cuenta las implicaciones constitucionales reales de 
su implementación. Esa omisión supone que a la hora de justificar ese tipo 
de acuerdos el juez constitucional olvida tomar en consideración no solo 
los derechos fundamentales de los individuos sino también determinados 
intereses y bienes jurídicos que resultan relevantes en el esquema de Estado 
social de derecho colombiano, como es el caso de las constituciones econó-
mica y ecológica2, del cual precisaremos algunos ejemplos más adelante. 
2 .  c o n c e p t o  y  r e q u i s i t o s  d e l  c a   i o 
d e  j u r i s p r u d e n c i a  c o n s t i t u c i o n a l
A partir de la interpretación sistemática del artículo 2 de la Constitución 
nacional la jurisprudencia y la doctrina han entendido que el precedente 
judicial en Colombia es vinculante. Carácter que cobra especial importan-
cia para el caso de la jurisprudencia constitucional, a tal punto que una 
sola sentencia puede constituir precedente (a diferencia de lo que ocurre 
con la jurisprudencia ordinaria en la que se requieren como mínimo tres 
providencias)25.
Esto ha llevado a que en particular la Corte Constitucional sea por lo 
general respetuosa de los precedentes en su jurisprudencia. Así, por ejemplo, 
en el caso de las sentencias de constitucionalidad referidas a los tratados 
internacionales de contenido económico vemos que tal acatamiento del 
2 daniel rivas-ramírez. Las nuevas dinámicas de los ordenamientos jurídicos y la protección de bienes 
constitucionales: tres herramientas para el arbitraje internacional de inversión, Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 218. 
25 carlos bernal pulido. “El precedente en Colombia”, Revista Derecho del Estado, n.º 21, di-
ciembre de 28, p. 8.
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precedente va hasta el extremo de hacer constantes reiteraciones jurispru-
denciales de las sentencias fundacionales.
Ahora bien, pese a la importancia que ha cobrado el precedente en Co-
lombia, también existen supuestos en los que surge la necesidad de hacer un 
cambio en él. Así, por ejemplo, autores como Taruffo asemejan este cambio 
a la figura anglosajona del overruling, fundada en la elasticidad del prece-
dente26. De allí que otros, como Bernal Pulido, avalen ese tipo de cambio en 
aquellos casos en que se presente un error de idoneidad, un error que lleve 
a la incoherencia, o en los que haya transformaciones normativas dentro 
del mismo sistema, siempre y cuando el desconocimiento del precedente 
se funde en los principios de igualdad, de coherencia y de estabilidad del 
ordenamiento jurídico27.
Con el paso de los años la Corte Constitucional ha delimitado el alcance 
y los presupuestos para que pueda ser aplicable un cambio de precedente 
(o de línea jurisprudencial, como la hemos llamado). Así, por ejemplo, en 
el A-7 del 21, el alto tribunal reconoció que este tipo de cambios son 
posibles y legítimos en el entendido de que suponen la modificación de 
los criterios interpretativos de un principio, una regla o una ratio iuris que 
en un momento determinado motivó una decisión. Sumado a ello, el juez 
constitucional también determinó que el cambio en su jurisprudencia sólo 
podría ser realizado por la Sala Plena de la Corporación28. 
No obstante, el mismo tribunal también delimitó de manera taxativa las 
circunstancias y los requisitos para que tal cambio pueda suceder, determi-
nando que sólo se puede realizar en una de tres situaciones; porque exista 
nueva normatividad establecida por el Constituyente, porque se observe una 
evolución significativa en los hechos de la sociedad, o porque se incorporen 
nuevos enfoques para el desarrollo del pensamiento jurídico29.
Finalmente, la Corte ha sido clara al establecer, por ejemplo en la sen-
tencia C-6 del 211, que independientemente de la circunstancia de que 
se trate, el cambio jurisprudencial debe estar plenamente sustentado. 
26 michelle taruffo. “Precedente y jurisprudencia”, Revista Precedente, 21, p. 91.
27 carlos bernal pulido. “El precedente en Colombia”, cit., pp. 92-9.
28 A-178 de 27.
29 Sentencia C-86 de 21; Auto 28 de 26; Auto 29 de 216.
 Sentencias C- de 1998 y C-6 de 211. Al respecto también, mario ricardo segura. “Pre-
cedente jurisprudencial vs. Unificación jurisprudencial”, disponible en [http://www.unilibre.
edu.co/verbaiuris/images/stories/vol1/da.pdf].
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Fundamentación de la decisión que debe ser lo suficientemente fuerte y 
relevante como para permitir sobrepasar los criterios de interpretación 
preestablecidos, y aun los principios de seguridad jurídica e igualdad1. Lo 
que se traduce en que, en realidad, el cambio de jurisprudencia supone un 
ejercicio de ponderación de los diferentes bienes jurídicos constitucionales 
involucrados en un problema jurídico. 
Lo anterior quiere decir que, a pesar de su carácter excepcional, en rea-
lidad el cambio de jurisprudencia es un mecanismo viable para efectos de 
ponderar y reivindicar uno u otro interés constitucional; significa, entonces, 
que de cumplir con todos los requisitos previstos por la jurisprudencia para 
su aplicación, el juez constitucional ponderará entre los intereses de los 
inversionistas extranjeros y los presuntos beneficios macroeconómicos de 
los tratados internacionales de contenido económico, y los intereses y bienes 
previstos expresamente en la Constitución nacional.
En tal sentido, lo que resta es fundamentar la necesidad de ese cambio 
en la línea de la Corte, para lo que a continuación presentaremos tres argu-
mentos que la respaldan. 
 .  la  n e c e s i da d  d e  u n  c a   i o 
d e  l  n e a  j u r i s p r u d e n c i a l  e n   at e r i a 
d e l  c o n t r o l  r e a l i z a d o  a  l o s  t r ata d o s 
i n t e r n a c i o n a l e s  d e  c o n t e n i d o  e c o n   i c o 
Conforme a la caracterización del control de constitucionalidad que el juez 
constitucional está llamado a hacer respecto de las leyes aprobatorias de 
tratados internacionales, ha sido claro en excluir el análisis técnico de las 
disposiciones, como también el análisis de su utilidad, efectividad y eficiencia, 
debido a que corresponde al ejecutivo y al Congreso realizarlo. Esto, por 
cuanto, en teoría, ellos están en capacidad de desarrollar tal análisis técnico 
y preciso2.
Sumadas a esas restricciones en el examen de constitucionalidad están 
las características intrínsecas de ese tipo de ejercicio del juez constitucional: 
se trata de un control abstracto, preventivo y definitivo. 
1 Sentencia C-621 de 215.
2 Sentencias C-178 de 1995, C-581 de 22 y C-86 de 26, entre otras.
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Al respecto podemos señalar que la abstracción del control de constitu-
cionalidad de los tratados internacionales ha sido entendida a través de la 
premisa de que la Corte debe hacer un examen general respecto de los pre-
ceptos de la Constitución y, por tanto, no se detiene en un análisis de posibles 
situaciones particulares o de hecho. La naturaleza preventiva (diferente 
en todo caso a la previa) se ha entendido a través de la idea de garantizar la 
supremacía del texto constitucional. En conclusión, lo definitivo de este 
tipo de control tiene que ver con el tránsito a cosa juzgada constitucional5.
Ahora bien, si se entienden de manera articulada todas las características 
del control de constitucionalidad de las leyes aprobatorias de tratados interna-
cionales es posible concluir que, debido a la naturaleza abstracta y definitiva 
de la revisión, la Corte hace un análisis superficial (a pesar de ser válido en 
sentido formal), por no responder sustancialmente a las competencias y 
mandatos constitucionales. Esto, en particular, por cuanto al no tomar en 
cuenta las consideraciones técnicas y de conveniencia de cada disposición, 
se ignoran adrede los efectos reales, sustanciales y prácticos de cada una de 
las normas en examen. En otras palabras, el ejercicio adelantado por el juez 
constitucional corresponde a una actividad idealista y positiva en la que se 
ignoran las verdaderas dimensiones de su decisión. 
De allí que, a la hora de realizar este tipo de análisis de exequibilidad, 
consideremos la necesidad de un cambio en la línea jurisprudencial de la 
Corte, en particular en el caso de los tratados internacionales de contenido 
económico (tanto los acuerdos de libre comercio como los acuerdos de pro-
tección y promoción a la inversión extranjera), debido a que al omitir las 
consideraciones técnicas y de conveniencia no sólo se desconocen los efectos 
reales de las normas, sino que puede conducir a una inconstitucionalidad 
sobrevenida de la violación de normas y bienes constitucionales que, en 
virtud de la figura de la cosa juzgada constitucional, será irrevocable. 
Es por esa razón que a continuación se señalan las razones por las cuales 
consideramos que existe una evolución sustancial en los hechos de la so-
ciedad que, además, demuestra la verdadera amenaza que los acuerdos de 
 fabio enrique pulido ortíz. “Control constitucional abstracto, concreto, maximalista y mini-
malista”, Revista Prolegómenos. Derechos y Valores, 211, i, pp. 165-18.
 Al respecto, cfr. la sentencia C-91 de 21 que declara la constitucionalidad del Acuerdo de 
Libre Comercio entre Colombia y los Estados (aelc) y de su ley aprobatoria 172 de 21. 
5 Con respecto a esta última característica dan fe, por ejemplo, las sentencias C- y C-581 de 
22 ó C-86 de 26.
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protección y promoción a la inversión extranjera representan para nuestro 
ordenamiento jurídico constitucional, en particular cuando se ratifican sin 
detenerse en su examen técnico y de conveniencia. Efectos que si bien, en 
un principio, era imposible detectar hoy terminan por ser evidentes tras más 
de dos décadas de experiencia. 
Para tales efectos, nos referiremos en principio a los cambios en la 
política exterior en materia de inversión extranjera y su desconexión con 
la realidad social y económica del Estado. Posteriormente hablaremos de 
la falta de coherencia en los procesos de negociación y celebración de ese 
tipo de tratados internacionales. Finalmente, y lo que es más importante, 
señalaremos las consecuencias negativas y gravosas que ese tipo de acuerdos 
ha supuesto en la práctica. 
 . 1 .  la  p o l  t i c a  d e  a p e rt u r a  e c o n   i c a 
c o l o   i a n a  e n   at e r i a  d e  i n  e r s i  n  
y  s u  d e s c o n e  i  n  d e  la  r e a l i da d
 
Desde la década de los años noventa, y con la expedición de la Constitución 
política de 1991, el Estado colombiano acogió una política neoliberal de 
apertura económica6. Con ella el Gobierno empezó a negociar y celebrar 
diferentes tratados internacionales en materia económica (en particular 
tlc y Acuerdos de protección y promoción a la inversión extranjera) con 
el objetivo de atraer capital extranjero al país y fomentar el desarrollo, en 
esencia, económico7.
Esa política se justificó a partir de argumentos relacionados con el aumen-
to del flujo de capitales hacia el país con el objetivo de financiar proyectos de 
infraestructura, el incentivo a la expansión industrial y el desarrollo econó-
6 enrique prieto ríos. “bits y la Constitución Colombiana de 1991: Internacionalización de la 
Economía dentro de un Estado Social de Derecho”, Estud. Socio-Juríd., 1(1): 19-1 enero-
junio de 211. 
7 rené urueña y enrique prieto ríos. “Derecho de la inversión extranjera y acuerdos de paz: 
tensiones y soluciones, en lina M. céspedes-báez y enrique prieto ríos. Utopía u oportunidad 
fallida: análisis crítico al Acuerdo de Paz, Bogotá, Universidad del Rosario, 217, p 16; julián 
tole martínez. “La ‘neutralidad’ de la Constitución Económica colombiana ¿Cómo raciona-
lizar la economía social de mercado con la proliferación de tratados de libre comercio y tratados 
bilaterales de inversión?”, en floralba padrón pardo y magdalena correa henao. ¿El estado 
constitucional en jaque?, t. ii, El estado constitucional y el derecho internacional, Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 218.
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mico, el fomento para la aparición de nuevas tecnologías y equipamientos, 
el intercambio de recursos humanos y conocimientos especializados, el alza 
en los índices de empleo, y la apertura y crecimiento del mercado8. En ese 
mismo sentido, en varias sentencias (p. ej., C-58 y C-79 de 1996 y C-9 
de 27) la Corte Constitucional validó tal justificación al considerar que 
los acuerdos en materia de inversión se ajustaban a la Constitución en virtud 
de los artículos 2.º, 1, 1, 226 y 227.
Por otra parte, cabe destacar que desde entonces la política de aper-
tura económica del Estado colombiano ha venido siendo desarrollada e 
implementada a través de la firma de tlc y tbi, y de diversas decisiones 
gubernamentales, entre ellas, la expedición de decretos tendientes a aco-
modar y flexibilizar el ingreso de la inversión extranjera, como es el caso de 
los decretos 168 del 215 y 119 del 217, entre otros. A ello es necesario 
sumar que a partir de las sentencias fundacionales ha proliferado el lobby 
del Gobierno y de los inversionistas extranjeros para que las disposiciones 
constitucionales y legales sean ajustadas a sus necesidades, terminando por 
desarrollar un marco jurídico mucho más favorable que el previsto para los 
inversores nacionales. 
Ejemplo de lo anterior fue lo que sucedió con posterioridad a los pro-
cesos aprobatorios de los acuerdos de protección y promoción extranjera 
de Colombia con el Reino Unido, Cuba, Perú y España9, que al haber 
sido declarados inexequibles por contemplar la figura de la compensación 
obligatoria en todos los casos de expropiación, condujo a que se gestara la 
reforma constitucional del artículo 58[]. 
A su vez, es necesario destacar que después de más de veinte años de la 
implementación de dicha política, con once acuerdos de ese tipo vigentes, 
cinco más suscritos y seis adicionales en negociación, es necesario realizar un 
ejercicio de revisión crítica del cumplimiento de los propósitos originales. Al 
respecto podemos señalar, por ejemplo, que la idea del aumento de flujo de 
capital es ilusoria, y que el único sector en que en alguna medida se presenta 
es el sector primario (petróleo e industrias extractivas)1.
8 enrique prieto ríos. “bits y la constitución colombiana”, cit. p. 118.
9 Sentencias C-58 y C-79 de 1996, C-8 de 1997 y C-9 de 1998, respectivamente.
 Acto Legislativo, n.º 1 de 1999. 
1 fabián alfredo plazas díaz. “Análisis de la evolución de la inversión extrajera directa en el 
sector minero del carbón en Colombia de 2 a 21”, Apuntes del cenes, vol. 5, n.º 61, enero-
junio de 216, pp. 51-8.
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Lo anterior se ve agravado por cuanto, las más de las veces, el flujo 
de capital se reduce debido a que no se está generando un greenfield en la 
inversión, sino que las empresas multinacionales se están apropiando y 
actuando a través de empresas que ya existían. Esto conlleva la aparición 
de una externalidad negativa adicional en cuanto al mercado laboral, en el 
entendido de que en realidad no genera una expansión del mercado laboral, 
sino que mantienen en esencia el mismo número de empleos2, eso sí, con 
el agravante de la posibilidad de reducir la oferta laboral para nacionales 
colombianos mediante la introducción y contratación de personal extranjero 
proveniente del Estado origen de la inversión. 
Sumado a ello encontramos la ausencia de un verdadero intercambio 
de conocimiento, de tecnologías y de innovación lo que conlleva que otros 
de esos objetivos originarios se vean desfigurados. Esto, en particular, si 
se tiene en cuenta que en el caso de la inversión extranjera se mantiene una 
altísima brecha entre la tecnología de los inversionistas extranjeros y aquella 
con la que cuentan los nacionales.
En ese mismo sentido, el aumento exponencial de la presencia de inver-
sionistas extranjeros en el país supone también una afectación directa a los 
derechos laborales de la población, debido a que no existe una regulación 
clara y suficientemente amplia en cuanto a los estándares salariales y los 
beneficios adicionales5.
Esa ausencia de regulación en materia salarial conlleva la profundización 
de una altísima brecha en el nivel de compensación de los diferentes trabaja-
dores, no sólo al interior de un mismo proyecto (producto de una inversión) 
sino también entre las diferentes inversiones. Ello se traduce en que existen 
circunstancias en las que, debido a la capacidad económica y remuneratoria 
2 D. hernández-santes. “La inversión extranjera directa, sus efectos como externalidades negativas 
en las economías receptoras de México y América Latina”, Revista Amicus Curiae, vol. 1, n.º 2, 
diciembre de 21, pp. -81.
 mauricio reina; daniela ospina, sebastián macías y camila cortés. Impacto económico de 
la inversión extranjera directa en Colombia 200-2015, Bogotá, Fedesarrollo, 216, p. 7.
 fedesarrollo. “Impacto de la inversión extranjera en Colombia: situación actual y perspectivas”, 
Informe final realizado para ProExport, Bogotá, Fedesarrollo, 27, p. 1; Grupo de Investigación 
Facultad de Economía. “Tendencias actuales de la inversión extranjera en Colombia”, Fascículo 
ii, Bogotá, Universidad del Rosario. 
5 carlos enrique ramírez y laura flórez. “Apuntes de inversión extranjera directa: definiciones, 
tipología y casos colombianos”, Apuntes Económicos, n.º 8, 26.
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de las multinacionales con presencia en el país, se pueda desestabilizar el 
mercado laboral6. 
En concreto nos referimos a aquellos casos en que las empresas multina-
cionales se aprovechan de la ausencia de regulación salarial específica para 
incrementar las barreras de ingreso de los demás competidores al mercado, 
ofreciendo una altísima remuneración para sus trabajadores y beneficios no 
salariales con los cuales los inversores nacionales no podrían competir7. 
Eso quiere decir que aun cuando los inversionistas respetan y respaldan 
los derechos laborales de sus trabajadores, a la vez afectan de manera grave 
y directa la libre competencia en el mercado, en particular si se tiene en 
cuenta que acaparan la fuerza laboral en general, pero especialmente aquella 
cualificada por su formación8.
Un ejemplo que reúne varias de las anteriores consideraciones en torno a 
las nefastas consecuencias respecto de la libre competencia es lo que ocurrió 
con la empresa Gran Colombia Gold en Marmato. Allí, para efectos de elimi-
nar la minería artesanal y contar con el apoyo de la comunidad marmateña, 
la multinacional empezó a ofrecer salarios y contraprestaciones más altas de 
las que las empresas tradicionales locales, o que los mineros independientes 
podían pagar9. Aunado a ello, la empresa empezó a desarrollar y fomentar 
una serie de actividades sociales y culturales como incentivo para lograr 
el respaldo y la participación de la población en el gran proyecto minero 
industrial. 
Pero también en este caso encontramos una muestra fehaciente de la 
incongruencia de la política nacional de apertura económica con la realidad 
social y cultural (además de las libertades económicas), pues con ocasión de 
los intereses económicos de las multinacionales mineras, el ordenamiento 
jurídico colombiano empezó a ser ajustado para la criminalización de la mi-
nería a pequeña escala y artesanal, conduciendo a un aumento en la brecha 
entre competidores nacionales y trasnacionales5.
6 mauricio reina; daniela ospina, sebastián macías y camila cortés. Impacto Económico de 
la Inversión Extranjera Directa…, cit., p. .
7 hernández-santes. Op. cit. 
8 mauricio reina; daniela ospina, sebastián macías y camila cortés. Impacto Económico de 
la Inversión Extranjera Directa…, cit., p. 7.
9 mark griecko. “Marmato” (documental), 21. 
5 J. sierra camargo. “La criminalización de la minería a pequeña escala y la transnacionalización 
de la pena. Marmato: una lectura desde la perspectiva de la criminología crítica en el marco del 
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Lo anterior muestra también otra externalidad negativa de la inversión 
extranjera en los países en vía de desarrollo, en particular en el caso co-
lombiano: debido a la falta de una regulación clara y vinculante en materia 
de empresas y derechos humanos, las empresas multinacionales pueden 
cumplir o no con estándares internacionales voluntarios que legitiman sus 
actividades de inversión, inclusive desconociendo y afectando derechos 
humanos fundamentales51. 
Es necesario destacar, además, que ese desconocimiento y afectación 
directa y “presuntamente” legitimada de derechos humanos, presenta carac-
terísticas sin iguales en países como Colombia en donde existen numerosas 
comunidades originarias, indígenas y afrodescendientes en los sectores de 
principal interés para los inversionistas, como es el caso de las inversiones
de Cosigo & Tobie Mining en la zona del Taraira Sur, en el Vaupés y el norte de
la Amazonía, en donde, para efectos de materializar el proyecto de inversión 
en el sector extractivo, los derechos fundamentales tanto individuales como 
colectivos de esas comunidades pasan a un segundo plano52.
Así mismo, la aplicación a nivel interno de ese tipo de tratados ha gene-
rado lo que organismos internacionales, como la Organización de Naciones 
Unidas para la Alimentación y la Agricultura, han identificado en varios 
países, entre ellos Colombia, como el fenómeno de la extranjerización 
territorial53. Ese supuesto, consistente en el acaparamiento de tierras por 
inversionistas extranjeros y multinacionales, consecuencia de la apertura y 
liberalización económica, termina erigiendo una clara discriminación positiva 
en favor de los extranjeros, afectando una variedad significativa de bienes 
jurídicos constitucionales como la igualdad, la libre competencia y el acceso 
a la propiedad por nacionales, entre otros. 
Retomando el caso de Marmato, podemos ver que la entrada de la 
multinacional canadiense condujo irrevocablemente a la contracción del 
debate penalidad y racionalidad neoliberal”, Minería y Desarrollo, t. Iv, Minería y comunidades: 
impactos, conflictos y participación ciudadana en Colombia, Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 2016, pp. 183-226. 
51 LUIS ESLAVA. “Istanbul vignettes: observing the everyday operation of international law”, London 
Review of International Law, vol. 2, Issue 1, 1.º de marzo de 2014, pp- 3-47.
52 MARÍA NATALIA  CASTRO PEÑA. “El Estado colombiano ante un arbitraje internacional de inver-
sión”, Derecho del Estado, n.º 38, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, enero-junio de 
2017, pp. 23-66.
53 FERNANDO SOTO BAQUERO y SERGIO GÓMEZ. Reflexiones sobre la concentración y extranjerización 
de la tierra en América Latina y el Caribe, FAO, 2014. 
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mercado y paradójicamente a una baja en la producción de oro y un alza en 
el desempleo local. Esto, debido a que con la adquisición de más del 8% 
de las minas legales en la zona alta de la montaña, cerraron el acceso a los 
molinos públicos y dejaron sin sustento a cerca de 8 personas5. Este 
fenómeno de la privatización de la tierra condujo a su vez a que se generara 
un significativo desplazamiento poblacional y que la tasa de desempleo au-
mentara del 6,6 al ,1% en menos de tres años55.
Finalmente, el robustecimiento de esa política nacional de inversión 
extranjera también ha supuesto en la práctica la afectación directa del medio 
ambiente con la imposición de una visión hegemónica del desarrollo, ligada 
principalmente con el extractivismo y la explotación de recursos y materias 
primas56. Lo que se ve de manera clara al proteger primordialmente la 
inversión del extranjero, aun cuando esta amenace o limite la protección 
de páramos, bosques u otros elementos de nuestra riqueza biodiversa. Al 
respecto se pueden ver los casos de las reclamaciones internacionales que se 
han adelantado en contra de Colombia en los casos del Páramo de Santurbán 
por Eco Oro57, y del Parque Nacional Natural Yaigojé Apaporis por Cosigo 
y Tobie Mining58, entre otros. 
En conclusión, podemos aseverar que aun cuando los propósitos ori-
ginales para la firma y ratificación de ese tipo de tratados sean positivos 
y bien intencionados, en la práctica, y con la experiencia de más de once 
implementaciones, es claro que los efectos de esa política nacional de aper-
tura a la inversión extranjera son primordialmente negativos. Esto no solo 
por el hecho de terminar en un contrasentido respecto de los propósitos 
originales sino, en particular, por la afectación directa e inmediata a nuestro 
5 juan diego gonzález; diana salcedo y laura rangel. “Impactos en los derechos humanos 
de la implementación del tratado de libre comercio entre Colombia y Canadá –Línea base–“, 
Documentos, n.º 95, Medellín, Escuela Nacional Sindical, 211, p. 121.
55 dane. Censo Nacional, 25; “Estudio de los impactos sociales”, Gobernación de Antioquia, 
28, p. 52.
56 ximena sierra camargo. “La criminalización de la minería a pequeña escala y la transnacio-
nalización de la pena. Marmato: una lectura desde la perspectiva de la criminología crítica en 
el marco del debate penalidad y racionalidad neoliberal”, Minería y Desarrollo, t. iv, Minería y 
comunidades: impactos, conflictos y participación ciudadana, en Colombia, Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 216, p. 189.
57 Eco Oro Minerals Corp. vs. Republic of Colombia (icsid Case n.º arb/16/1).
58 Cosigo Resources Ltd. Cosigo Resources Sucursal Colombia, Tobie Mining and Energy, Inc. vs. 
Republic of Colombia.
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ordenamiento constitucional. Esas consecuencias las podría haber evitado el 
juez constitucional al momento de hacer el examen de constitucionalidad si 
hubiera realizado un análisis técnico, preciso, y en el que tuviera en cuenta 
las experiencias pasadas en la implementación de esos acuerdos tanto en 
Colombia como en otros países en condiciones análogas a las nuestras. 
 
 . 2 .  la  fa lta  d e  c o h e r e n c i a  e n  l o s  p r o c e s o s  
d e  n e g o c i a c i  n  y  c e l e  r a c i  n  d e  l o s  a c u e r d o s :  
e l  c a s o  d e l  t b i  c o n  f r a n c i a
Otra de las circunstancias que nos obliga a considerar la necesidad de un 
cambio en la línea jurisprudencial en la materia es la aparición de un Acuerdo 
Bilateral de Inversión Modelo del Estado colombiano. 
Desde el año 215 el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo ha 
venido desarrollando, y anualmente perfecciona, un acuerdo modelo que 
contempla las disposiciones ideales a las que a Colombia le convendría 
comprometerse59. Sin embargo, a pesar de que el Ministerio ha dejado claro 
que su política de negociación en materia de inversión parte de ese acuerdo 
modelo, en la práctica se puede ver que no ocurre así6. De forma que si 
se contrastan los últimos acuerdos en materia de inversión ratificados por 
Colombia, podemos ver que el grado de coincidencia entre el texto modelo 
colombiano y el acuerdo definitivo es mínima. 
De hecho, al comparar ambos textos se puede ver que en lo único que 
coinciden es en la estructura general del instrumento, mas no en cuanto a su 
contenido; si tomamos en consideración (a modo de ejemplo) los artículos 
1.º y 16 del tbi entre Colombia y Francia podremos constatar lo anterior. 
En cuanto al artículo 1.º, relacionado con las definiciones, el acuerdo 
aprobado con Francia no contempla ni la mitad de las definiciones que 
para Colombia son importantes, y lo que es aún peor, las que contempla las 
define de manera diferente, más amplia y con formulaciones problemáticas. 
59 nicolás lozada. En el programa “La defensa internacional de los Estados en América La-
tina, Parte 1”, en Derecho a la Carta, audio disponible en [https://www.spreaker.com/user/
externadoradio/2-la-defensa-internacional-en-america-].
6 Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. “Consulta Pública. bit Modelo”, julio de 215, 
modificada por última vez en julio de 217, disponible en [http://www.mincit.gov.co/publica-
ciones/19/consulta_publica_-bit_modelo_colombiano].
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Es así como se pueden destacar al menos tres expresiones en la disposición 
que consideramos es necesario revisar en detalle debido a la interpretación 
y aplicación que se les puede dar. 
Para empezar, incluir en la definición de inversión (y activos) la expre-
sión derechos de toda naturaleza supone que se puede entender como parte 
de una inversión cualquier tipo de derecho, sea este real, personal o fun-
damental. En consecuencia, quiere decir que incluso los derechos civiles y 
políticos, tanto más los derechos económicos, sociales y culturales, podrían 
ser contemplados dentro de una inversión y, por tanto, ofrecer al habitante 
francés una protección absolutamente robustecida en comparación con el 
ciudadano colombiano. 
Por su parte, la Corte Constitucional ha señalado en sentencias como 
la C-251 de 1997 que, al ser titulares de derechos fundamentales, las per-
sonas son titulares de derechos inalienables que tienen fundamento en la 
dignidad humana como presupuesto y elemento central del Estado social de 
derecho. Con ello, la Corte ha reivindicado la inherencia de tales derechos 
al ser humano y, por tanto, la improbabilidad de cosificarlos o explotarlos 
económicamente. 
A modo de ejemplo: reconocer cualquier derecho como parte de la in-
versión supondría que derechos como la libertad de culto o la libertad de 
expresión podrían ser incluidos en el acervo de activos, lo que implicaría 
no solo contar con una doble protección jurídica mayor que la de los nacio-
nales colombianos sino, además, reificar los derechos fundamentales de las 
personas hasta el punto de atentar contra la dignidad humana. 
Por otra parte, cuando el acuerdo define quién es inversionista, al recono-
cer tal calidad a las personas físicas que posean la nacionalidad de cualquiera de 
las partes contratantes, se genera un vacío legal que conduce necesariamente a 
la desigualdad y a la violación de la libre competencia. En concreto, se trata 
de una disposición que permite considerar la posibilidad de que ciudadanos 
colombo-franceses puedan usufructuar a elección los beneficios derivados 
del tratado internacional, sea en Colombia o en Francia. 
Así las cosas, debido a la omisión en la delimitación del supuesto de hecho 
se erige una clara amenaza para la libre competencia, entendida esta por la 
Corte en la sentencia C-197 del 212 como “la facultad que tienen todos los 
empresarios de orientar sus esfuerzos, factores empresariales y de producción 
a la conquista de un mercado, en un marco de igualdad de condiciones”. A 
partir de dicha omisión es claro que un ciudadano colombiano que ostente 
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la doble nacionalidad (siendo su segunda nacionalidad la francesa), podría 
beneficiarse del acuerdo de fomento y protección recíprocos a la inversión, 
participando en el mercado en condiciones desiguales y más favorables que 
las del resto de competidores que solo tuviesen la nacionalidad colombiana, 
afectando sus posibilidades de acceder y mantenerse en el mercado.
Tanto es real la posibilidad de esos sucesos que acuerdos de protección 
y promoción a la inversión extranjera que han sido ratificados (y declarados 
exequibles por la Corte Constitucional) incluyen de manera expresa la pres-
cripción del abuso de la doble nacionalidad para efectos de acogerse a los 
beneficios derivados del acuerdo. Así, por ejemplo, en la sentencia C-169 del 
212 el juez constitucional destacó la importancia de excluir textualmente 
los supuestos de doble nacionalidad.
En definitiva, al final del artículo 1.º se evidencia una clara desigualdad 
en el trato que en virtud del acuerdo recibirán la República Francesa y la 
República de Colombia. Al comparar la definición de los elementos que 
integran cada uno de los Estados se aprecia que, mientras en el caso de 
Colombia se incluye expresamente el espacio aéreo, en el caso de Francia se 
guarda silencio. Si bien esto en principio parecería no tener implicaciones 
constitucionales, la omisión del espacio aéreo en el conjunto que compone 
a la República Francesa no solo supone una clara contradicción a los prin-
cipios de equidad y reciprocidad de las relaciones internacionales previstos 
en los artículos 15.16 y 226, sino que podría significar a su vez una nueva 
limitación a las libertades económicas de los ciudadanos colombianos. 
Por otra parte, el artículo 16 del acuerdo de Francia establece que serán 
aplicables también las obligaciones emanadas del derecho internacional pos-
teriores a la suscripción del acuerdo que otorguen un trato más favorable, 
lo que supone un elemento foráneo e incompatible con el modelo del tbi 
del Ministerio61. Esto, debido a que no solo supone la alteración total de la 
figura de la nación más favorecida prevista en el artículo 5.º del tratado y en el 
derecho internacional económico consuetudinario, sino que significa además 
una pérdida casi total de la soberanía nacional para el Estado colombiano. 
61 “Artículo 16. Otra disposición. Cuando las leyes de una de las Partes Contratantes, o las obligaciones 
emanadas del derecho internacional existente o posteriores al momento del presente Acuerdo, 
contengan disposiciones tanto generales como específicas que otorguen a los inversionistas un 
trato más favorable que el previsto en el presente acuerdo, estas disposiciones aplicarán en la 
medida en que sean más favorables”. 
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En esencia, la redacción de esa disposición implica que el estándar 
de protección conocido como la nación más favorecida se desfigura para 
abarcar incluso normas de derecho internacional que los Estados no han 
ratificado, generando con ello dos consecuencias sustanciales que pugnan 
necesariamente con el ordenamiento jurídico constitucional de nuestro país: 
la pérdida de soberanía por la limitación injustificada de la voluntad estatal 
y el desconocimiento del sistema constitucional de fuentes. 
Al respecto es necesario señalar que el sistema internacional contempo-
ráneo fue construido a partir de la noción westfaliana de soberanía nacional 
y del principio de voluntarismo estatal, los cuales conducían a legitimar 
los actos estatales tanto a nivel interno como en la esfera internacional62. 
Así las cosas, desde la fundación de los Estados modernos el concepto de 
soberanía nacional se ha construido y entendido a través de tres elementos: 
la no injerencia en asuntos internos y el monopolio del poder interno, el 
reconocimiento jurídico internacional, y la capacidad de auto organización 
dentro del territorio del Estado6. 
A partir de esos tres elementos las relaciones entre Estados y el funcio-
namiento del ordenamiento jurídico internacional se consolidaron en torno 
a la idea del voluntarismo estatal. Ejemplo de ello es que todas las formas 
de creación de obligaciones internacionales que hoy en día generan efectos 
en la esfera internacional requieren de la voluntad de los Estados, no solo 
para su creación sino también para su cumplimiento. De no ser así, habría 
que prever la existencia de autoridades coactivas en el sistema, más allá de 
los órganos de solución de diferencias a los que cada Estado reconoce ex-
presamente competencia. 
Estas características tan propias del derecho internacional contemporá-
neo no solo encuentran un origen histórico en la formación de los Estados 
modernos, sino que, además, han sido acogidas en el constitucionalismo 
contemporáneo6. En nuestro caso se pueden verificar a través de las dis-
62 stephen D. kranser. “The hole in the whole: Sovereignty, shared sovereignty and international 
law”, Michigan Journal of International Law, 25, 2, p. 18.
6 john H. jackson. “Sovereignty-modern: A new approach to an outdated concept”, American Journal 
of International Law, vol. 97, 2, p. 785; david held. “The changing structure of international 
law: Sovereignty transformed?”, en david held y anthony mcgrew. The global transformations 
reader: An introduction to the globalization debate, Cambridge, Polity Press, 2, p. 16.
6 bernardo vela orbegozo. Contribución al debate sobre la formación del Estado colombiano en el 
siglo xix, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 21.
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posiciones constitucionales que hacen referencia a la ratificación de tratados 
internacionales, el derecho internacional consuetudinario e incluso de los 
principios generales del derecho internacional, como son los artículos 9.º, 
, 5, 9, 11, 15, 189, 21, 221 y 28. 
Ahora bien, de la interpretación sistemática del articulado constitu-
cional, la soberanía nacional que fundamenta las relaciones exteriores del 
Estado colombiano (art. 9.º) se pone en ejercicio siempre que el Gobierno 
decide ratificar un tratado internacional (art. 189) en materia de derechos 
humanos (arts. , 5, 9), derecho internacional humanitario (arts. 21 y 
221), territorio (art. 11) o cualquier otro tema (art. 15). Esto quiere decir 
que el Estado realiza un acto soberano siempre que decide o no hacer parte 
de un tratado internacional. En consecuencia, incluir en el articulado de 
un tratado internacional de fomento y protección recíproca de inversiones 
una disposición que establece que “las obligaciones emanadas del derecho 
internacional existentes o posteriores al momento del presente Acuerdo 
[…] aplicarán en medida en que sean más favorables”, aun cuando sea una 
decisión soberana por el Estado de momento, supone la pérdida o restric-
ción de soberanía en las relaciones internacionales a futuro, impidiéndose 
incluso considerar o no la participación en determinadas normas. Esto en 
particular teniendo en cuenta que, de acuerdo con la redacción del artículo, 
pueden resultar aplicables normas que en principio no serían vinculantes 
para Colombia. 
En consecuencia, al disponerse esta posibilidad amplia de aplicación 
indeterminada del derecho internacional, significa necesariamente que 
hay una pérdida de la autonomía regulatoria del Estado colombiano tanto 
internacional como nacionalmente, por lo que la disposición bajo examen 
afecta sustancialmente nuestro ordenamiento constitucional. Al respecto 
cabe resaltar que la Corte Constitucional ha destacado en las sentencias 
C-178 de 1995, C-58 de 1996, C-581 del 22, y C-86 de 26 que dicha 
autonomía, propia de la soberanía nacional del Estado, es imperativa para 
el Estado social de derecho que es Colombia, y por tanto la ha reconocido 
como uno de los presupuestos esenciales que debe tomar en consideración 
el juez constitucional a la hora de hacer una revisión de exequibilidad de 
un tratado internacional.
En el mismo sentido, el hecho de hacer vinculantes normas de derecho 
internacional que no hayan sido previamente ratificadas por el Estado colom-
biano supone una innegable contradicción con el procedimiento previsto para 
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la introducción de tratados internacionales en Colombia65. En particular, 
lo anterior se agrava en el entendido de que los acuerdos internacionales 
que no han sido ratificados por el Estado podrían surtir efectos dentro del 
ordenamiento jurídico colombiano, a pesar de no haber superado el proceso 
legislativo aprobatorio y el correspondiente examen de constitucionalidad, 
previstos respectivamente en los artículos 15.16 y 28 de la Constitución. 
En adición, dicho supuesto implica la vulneración del artículo .º de 
nuestra Carta al ignorar las disposiciones constitucionales en la materia, pero 
que además surte un efecto real y práctico en el sistema de fuentes nacional. 
Esto, en el entendido de que tratados internacionales en abstracto tendrían 
efectos directos en el ordenamiento aun cuando no sean parte de ninguna 
de las categorías propias de nuestra pirámide normativa. 
Finalmente, el artículo 16 también introduce un elemento adicional que 
supone una alteración radical al sistema de fuentes. Se trata de la posibilidad 
de aplicar la legislación francesa en el Estado colombiano, aun cuando se trata 
de normas que no fueron promovidas y promulgadas por las autoridades 
nacionales competentes para ello. En tal sentido, a la violación del artículo 
.º se suma la violación de las competencias constitucionales exclusivas y, por 
tanto, de uno de los presupuestos esenciales del Estado Social de Derecho 
colombiano66.
Respecto de esto último es importante destacar que no se trataría de un 
simple fenómeno de extraterritorialidad de la ley, sino que, por el contrario, 
supondría una situación de inseguridad jurídica absoluta en la que el inver-
sionista podría aprovecharse subjetivamente de las leyes aplicables. 
Ese tipo de cuestiones, así como la falta de congruencia entre los acuerdos 
aprobados y el acuerdo modelo, lleva a pensar que el proceso de negociación 
adelantado por Colombia en tratados como este no suele ser del todo seria, o 
por lo menos comprometida con los intereses nacionales y constitucionales67. 
65 En relación con el proceso de “incorporación” de los tratados internacionales y la importancia 
de su procedimiento legislativo, cfr. édgar hernán fuentes contreras. “Sistema de fuentes 
colombiano e implementación del Acuerdo de paz”, redea. Derechos en Acción, año 2, n.º 5, 
primavera de 217, p. 17.
66 Cfr. nota, n.º 25
67 Entrevista a francisco suárez en el programa “La defensa internacional de los Estados en 
América Latina. Parte 1”, en Derecho a la Carta, audio disponible en [https://www.spreaker.
com/user/externadoradio/2-la-defensa-internacional-en-america-].
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 .  .  la s  c o n s e c u e n c i a s  n e g at i a s  
q u e  t i e n d e n  a  la  i n c o n s t i t u c i o n a l i da d 
s o  r e  e n i da  d e  l o s  t r ata d o s
Finalmente, lo que en realidad demuestra el cambio de circunstancias y 
evolución social del problema son las numerosas demandas internacionales 
surgidas, y otras que están en proceso de consolidación, por la presunta 
violación a los acuerdos de protección y promoción a la inversión extranjera. 
Al respecto podemos enlistar al menos seis demandas materializadas en las 
que multinacionales han demandado al Estado colombiano: Gas Natural, 
América Móvil, Tobie Mining y Cosigo, Eco Oro, GlenCore-Prodeco y Novartis.
Se trata de demandas que han surgido como consecuencia de actos 
desplegados en su mayoría por agentes estatales nacionales encargados de 
realizar los diferentes tipos de control en el país –es el caso del control fiscal 
por la Contraloría General de la República y el control de constitucionalidad 
de la Corte Constitucional–, y que toman sus decisiones fundados en el 
derecho vigente colombiano y, en particular, en el derecho constitucional. 
Así, por ejemplo, las demandas de Tobie Mining, Cosigo y Eco Oro son 
consecuencia de la protección de los derechos humanos, los derechos de 
los pueblos indígenas y el medio ambiente como bienes constitucionales a 
través de sentencias de la Corte Constitucional68.
Pero, además, lo que resulta particularmente preocupante es que este 
cumplimiento de funciones, así como la protección de los intereses consti-
tucionales, no solo están llevando a que Colombia sea internacionalmente 
responsable, sino que, además, se pierda la estabilidad presupuestal del país 
y la prevalencia de bienes constitucionales (coincidentes a su vez con los 
intereses o bienes jurídicos relevantes para el derecho internacional).
Respecto de la cuestión presupuestal, basta con poner como ejemplo el 
caso de las pretensiones de los inversionistas en el caso de Tobie Mining y 
Cosigo en la controversia por la constitución del Parque Nacional Natural 
Yaigojé Apaporis. En este caso los demandantes reclaman US$16.5 mi-
llones, lo que equivale a la totalidad del presupuesto de salud, educación 
y agua potable, y a la mitad del presupuesto para defensa del año 218[69]. 
68 Se trata de las sentencias T-8A de 21 y C-5 de 216, respectivamente.
69 Minhacienda. “Presupuesto 218 por $25 billones: sensato, realista, responsable, que cumple con 
la regla fiscal y el compromiso social”, Boletín n.º 151, disponible en [http://www.minhacienda.
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En cuanto a lo segundo, podemos reseñar como mínimo la afectación y 
pérdida de relevancia de al menos dos categorías de bienes constitucionales 
de los que ya hemos hablado antes: la Constitución económica y la Consti-
tución ecológica. 
Con relación a los tratados que promueven y protegen la inversión extran-
jera es necesario destacar que, si bien es cierto que suelen estar justificados, 
tal como lo hemos visto, en virtud del estímulo de las economías nacionales, 
al evaluarlos con más detalle es posible afirmar que, por el contrario, lo que 
hacen es atentar contra la libre competencia en sus dos dimensiones.
En el caso de la libre competencia como derecho particular de los compe-
tidores nacionales ya hemos dicho que los acuerdos en materia de inversión 
implican necesariamente un desequilibrio sustancial en las condiciones 
de acceso y mantenimiento en el mercado, inclinando la balanza a favor 
de los extranjeros. Esto se puede ver de manera clara en las disposiciones 
en extremo garantistas –para los inversionistas– que se prevén en ese tipo 
de instrumentos. Ejemplo de lo anterior son los estándares de protección 
relacionados con la prohibición de expropiación sin justa compensación, la 
cláusula de nación más favorecida y trato nacional, la cláusula de seguridad 
plena y, por supuesto, los mecanismos de solución de controversias. 
Por su parte, la prohibición de expropiación en este tipo de tratados 
internacionales abarca por lo general una noción amplia, de tal manera que 
en ella queda incluida no solo la expropiación en estricto sentido, sino tam-
bién lo que en la filigrana del derecho de inversiones se ha conocido como 
expropiación indirecta7. Esta última, correspondiente a cualquier tipo de 
actividad, decisión u operación estatal que, sin que suponga la afectación di-
recta al título de la propiedad, impida ejercitar los derechos derivados de él71.
De esa definición de expropiación indirecta –y en particular desde la 
práctica del arbitraje internacional– se puede deducir que, en últimas, se 
gov.co/HomeMinhacienda/ShowProperty?nodeId=%2focs%2fp_mhcp_wcc-87865%2F%2
FidcPrimaryFile&revision=latestreleased]. Cuadro n.º 1: Composición Presupuesto General de 
la Nación 217-218 (miles de millones de pesos). 
7 Al respecto cfr., por ejemplo, el artículo 6.º del Acuerdo de Protección y Promoción de Inversiones 
celebrado entre Colombia y Reino Unido. 
71 magdalena correa henao. Armonización entre el constitucionalismo transformador y el Derecho 
Internacional Económico desde las competencias constitucionales: Uso de las competencias constitucio-
nales para la incorporación de los tratados públicos, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
219 (en prensa), p. 17.
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trata de la protección, ya no del derecho de propiedad, sino de expectativas 
legítimas72. Esto quiere decir que, de contrastarse con las condiciones a 
las que se encuentran sujetos los inversionistas nacionales, el extranjero 
estaría en una situación considerablemente más favorable debido a que 
para los primeros no existe, por vía constitucional o legal, la posibilidad de 
protegerlos de una expropiación indirecta. Lo más parecido vendría siendo 
la acción de reparación directa por la responsabilidad extracontractual del 
Estado ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, pero que en todo 
caso tendría un fundamento jurídico diverso y un alcance en la reparación 
sustancialmente inferior7.
Lo anterior quiere decir que, en realidad, a la hora de realizar una 
inversión en el territorio nacional, la protección respecto de la inversión 
importaría en la evaluación del riesgo de la misma y, por tanto, en el caso 
de los inversionistas nacionales sería mayor. En consecuencia, la protección 
desigual respecto de la pérdida o limitación del derecho de propiedad se 
convierte en factor que desestimula el ingreso de competidores nacionales 
y, por el contrario, aumenta el interés de los extranjeros al articular el sis-
tema de protección con las condiciones económicas, sociales y políticas del 
país, y las demás cláusulas de protección como la de seguridad plena. Es así 
como la figura de la prohibición de expropiación indirecta termina siendo 
una barrera de acceso al mercado.
Otros dos de los estándares que se incorporan en la mayoría de los acuer-
dos de inversión que Colombia ha firmado son las cláusulas de la nación 
más favorecida y el trato nacional que suponen llevar a la igualdad el trato 
que recibe el inversionista extranjero con respecto de aquellos individuos 
tengan una ventaja diferencial en virtud de tratados o normas homólogas. 
La cláusula de nación más favorecida, que se presenta por lo general en 
el derecho internacional económico, consiste en este caso en que el Estado 
receptor de la inversión (Colombia) debe igualar el trato al inversionista 
extranjero hasta el punto de no someterlo a condiciones no menos favora-
bles que las que les ha otorgado a otros inversionistas extranjeros en virtud 
72 nicolás marcelo perrone. “Los derechos de los inversores extranjeros sobre la tierra según 
los tratados de protección de inversiones: una visión desde Latinoamérica”, Anuario Colombiano 
de Derecho Internacional, vol. 9, 216, p. 277.
7 magdalena correa henao. Op. cit. 
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de otro acuerdo internacional7. Ello quiere decir que en caso de que se 
celebren nuevos acuerdos de inversión con nuevos Estados, el efecto resorte 
será ofrecerle condiciones análogas a aquellos inversionistas extranjeros que 
hayan invertido previamente en el marco de otros acuerdos75.
De forma que los inversionistas extranjeros, a diferencia de los nacionales, 
tendrán acceso a un catálogo creciente de beneficios, cada vez que el Estado 
colombiano decida firmar un nuevo acuerdo de inversión con otro Estado. Es 
decir que la balanza se inclinará cada vez más hacia los extranjeros, llevando 
a que los nacionales tengan que abrirse paso al mercado con las precarias 
herramientas con las que cuentan76. Lo que, además, se verá ampliamente 
profundizado en caso de que la Corte Constitucional declare constitucional 
el tbi con Francia y sea ratificado por Colombia, en el entendido de que a 
través del artículo 16 lleva el alcance de la nación más favorecida al más alto 
nivel77.
A lo anterior es necesario sumarle los efectos que tiene un estándar de 
protección como el de trato nacional. Esto, debido a que en el supuesto de 
que la legislación nacional confiera a los inversionistas extranjeros una ventaja 
o condición favorable –incluso cuando se trate de la protección y estímulo 
de sectores de la economía que lo requieren–, este se hará extensible para 
otros inversionistas extranjeros78. Es decir que con dichos tratados no sólo 
se le están brindando unas mejores condiciones al inversionista extranjero, 
7 rudolf dolzer y christian shreuer. Principles of International Investment Law, Oxford, Oxford 
University Press, 28, p. 186. 
75 maria catalina monroy hernández. “La cláusula de la nación más favorecida en los tratados 
bilaterales de inversión vigentes para Colombia y sus efectos de acuerdo con los laudos arbitrales 
del ciadi”, Revista de Derecho Público, 5, Bogotá, Universidad de los Andes, 215, p. 11.
76 Al respecto es importante aclarar que por precarias hacemos referencia a la comparación con las 
del inversionista extranjero, y no a la falsa escasez de disposiciones útiles y beneficiosas para la 
inversión en Colombia. 
77 El artículo 16 del apri con Francia, titulado “Otra disposición”, incluye una nueva versión de la 
nación más favorecida que implica que la mejoría de las condiciones del inversionista se haga, no 
solo con base en los demás acuerdos de inversión, sino con todas las normas de derecho interna-
cional y la ley nacional del Estado origen de la inversión. “Artículo 16. Cuando las leyes de una 
de las Partes Contratantes, o las obligaciones emanadas del derecho internacional existentes o 
posteriores al momento del presente Acuerdo, disposiciones tanto generales como específicas que 
otorguen a los inversionistas, un trato más favorable que el previsto en Acuerdo, estas aplicarán 
en la medida en que sean más favorables. 
78 rudolf dolzer y christoph schreuer. Op. cit.
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sino que se está excluyendo cualquier posibilidad de estimular y proteger 
la inversión nacional. 
Finalmente, el sistema de solución de controversias que se prevé en ese 
tipo de acuerdos internacionales también supone una condición diferencial 
y beneficiosa en cabeza del inversionista extranjero debido a que con él se le 
está dando la posibilidad de acudir ante la justicia arbitral internacional de 
manera directa, por lo que existe una clara inclinación a su favor79. 
En ese sentido el caso colombiano es muy similar a la mayoría de los de la 
región, lo cual no lo justifica, en particular teniendo en cuenta que dentro del 
sistema de evaluación de riesgos y debida diligencia del inversionista, como 
lo veremos en el capítulo que sigue, se encuentra la evaluación de todos los 
factores que pueden incidir –positiva o negativamente– en la inversión que 
se haga, entre los cuales se incluye la solución de diferencias y los réditos 
que un litigio de estos puede generar. Así las cosas, es de esa manera que 
también constituye una limitación a la competencia de los nacionales en las 
inversiones. 
Diferente sería este caso en particular si la Constitución nacional con-
templara una disposición como el artículo 6 de la peruana que garantiza 
–al menos en las formas– una igualdad entre inversionistas nacionales y 
extranjeros, y restringe a ambos la facultad de acudir al foro internacional 
para la defensa de sus intereses, dejando sólo al Estado y las personas de 
derecho público esta posibilidad8.
Las anteriores cláusulas contenidas en los acuerdos de inversión son 
tan solo algunos ejemplos de cómo las condiciones de protección y garantía 
que cobijan a los inversionistas extranjeros son más beneficiosas que las 
de los nacionales y, por tanto, resultan determinantes a la hora de tomar la 
79 Más del 6% de las demandas internacionales que se persiguen ante el ciadi terminan en con-
dena para el Estado. Al respecto cfr. unctad. “Informe sobre las inversiones en el mundo 217: 
la inversión y la economía digital. Mensajes clave y panorama general”, Nueva York y Ginebra, 
217. 
8 “Artículo 6. La inversión nacional y la extranjera se sujetan a las mismas condiciones. […] En 
todo contrato del Estado y de las personas de derecho público con extranjeros domiciliados consta 
el sometimiento de éstos a las leyes y órganos jurisdiccionales de la República y su renuncia a 
toda reclamación diplomática. Pueden ser exceptuados de la jurisdicción nacional los contratos 
de carácter financiero. El Estado y las demás personas de derecho público pueden someter las 
controversias derivadas de la relación contractual a tribunales constituidos en virtud de tratados 
en vigor. Pueden también someterlas a arbitraje nacional o internacional, en la forma en que lo 
disponga la ley”. 
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decisión sobre invertir o no dentro del territorio nacional. En particular si 
se tiene en cuenta que los nacionales que quisieran tener tales beneficios 
tendrían que usufructuarse de los mismos tratados, invirtiendo en el Estado 
de la contraparte, por lo que se alzaría una barrera de acceso al mercado (en 
general) mucho mayor. 
En el mismo sentido, una colección de medidas beneficiosas como las 
que se han señalado, en comparación con las que acogen a los nacionales81, 
supone un verdadero incentivo para los inversionistas extranjeros. Ello 
conlleva que en el futuro se genere una mayor demanda para invertir en 
Colombia, y que la proliferación de empresas multinacionales en el país ge-
nere un tipo de oligopolio en determinados sectores económicos que tienda 
a propiciar la desaparición de competidores formales e informales nacionales, 
como sucedió en el caso de la minería aurífera en el país en que empresas 
multinacionales dirigen el sector82 y han llevado casi hasta la extinción a la 
minería artesanal, tal y como lo destacábamos en el caso de lugares como 
Marmato, Caldas8.
Finalmente, en relación con la tensión entre la Constitución económica y 
los tratados en materia de inversiones es necesario recordar que para autores 
como Abramovich ha llevado a que se genere un efecto de enfriamiento re-
gulatorio y de intervención del Estado, no solo en la economía sino también 
en otras áreas de interés público como el medio ambiente y la salud8.
Lo anterior significa que en la práctica la implementación de ese tipo de 
acuerdos lleva a que se promuevan, respalden y refuercen actuares inconsti-
tucionales para efectos de garantizar y responder ante los intereses privados 
de los inversionistas, amenazando con ello no solo la integridad de nuestro 
ordenamiento jurídico constitucional sino la estabilidad misma del Estado. 
81 Por mucho podríamos hablar de la Ley 96 de 25 sobre los contratos de estabilidad jurídica, a 
los que los extranjeros también tienen acceso. 
82 Anglogold Ashanti (más de  títulos mineros), Gran Colombia Gold (más de 1 títulos mi-
neros), EcoOro, (más de 75 títulos mineros), Negocios Mineros (más de 8 títulos mineros) y 
Continental Gold (más de 6 títulos mineros), de acuerdo con la información estadística de la 
Agencia Nacional de Minas.
8 mark grieco. “Marmato”, 21 (documental).
8 yadira castillo meneses. “El régimen de inversión extranjera: reflexiones para Colombia”, 
Debate Global: Blog de la Academia Colombiana de Derecho Internacional (accoldi), disponible 
en [https://debateglobal.wordpress.com/216/9/27/el-regimen-de-inversion-extranjera-
reflexiones-para-colombia/], consultada el 27 de septiembre de 216.
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 .  r e f l e  i o n e s  f i n a l e s
El control de constitucionalidad que hace la Corte Constitucional a los tra-
tados internacionales y las leyes que los aprueban dentro del ordenamiento 
jurídico colombiano es un control automático y obligatorio, pero a su vez 
residual. Esto quiere decir que se trata de la última oportunidad para que se 
verifique la consonancia del instrumento con nuestro ordenamiento jurídico 
constitucional. 
Naturalmente, ese control se caracteriza, como lo ha destacado el juez 
constitucional en su jurisprudencia, por ser eminentemente jurídico, que 
se limita a comprobar que el instrumento internacional se ajuste a las dis-
posiciones constitucionales, principalmente a los principios y valores del 
Estado social de derecho y los derechos fundamentales. 
De allí que, en la práctica, y conforme a las reglas jurisprudenciales que 
el alto tribunal ha establecido para la revisión de tratados internacionales de 
contenido económico, este análisis de constitucionalidad excluya cualquier 
consideración relacionada con la conveniencia económica, política o social, o 
con cuestiones técnicas u operativas del tratado. Si bien es cierto que el juez 
de constitucionalidad no tendría por qué, ni debería, trascender su función 
primaria de revisar la exequibilidad de las normas conforme al derecho, no 
por ello quiere decir que deba asumir una postura formalista y positivista 
de lo que es el derecho. 
Desde hace años se ha aceptado, inclusive en la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional sobre otras materias, que el derecho no puede ser 
comprendido de manera estática y desconectada con otras esferas como la 
social; de allí que se haya reconocido la flexibilidad de la figura del prece-
dente judicial constitucional, aceptando y utilizando el concepto de cambio 
de jurisprudencia. 
Como hemos señalado, este cambio jurisprudencial es un mecanismo que 
permite actualizar y conectar con la realidad económica, social, histórica y 
política del Estado el ejercicio del juez constitucional, y en tal sentido, este 
debe aprovechar al máximo, aunque de manera acertada y respetuosa, la 
posibilidad de cambio. 
En lo que respecta al control de constitucionalidad de los tlc y los tbi, el 
juez constitucional está llamado, a pesar de las reglas jurisprudenciales que 
él mismo ha establecido, a reconocer que las circunstancias han cambiado de 
manera sustancial desde 1992 cuando hizo la primera revisión de ese tipo. 
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Con más de dos décadas de experiencia en la implementación de los acuer-
dos, y con la posibilidad de evaluar de manera evidente las externalidades 
negativas que dichos acuerdos suponen para el orden económico, social y 
constitucional, el juez de constitucionalidad debe elevar y robustecer sus 
parámetros de control. 
Las razones de este cambio de jurisprudencia son claras y se pueden 
resumir en tres: en primer lugar, la política de apertura económica, y la 
promoción y fomento de la inversión extranjera al interior del país no corres-
ponden ni a las realidades ni a las necesidades nacionales, respondiendo más 
a un modelo hegemónico de desarrollo en el que se privilegia únicamente 
un presunto crecimiento económico; en segundo lugar, los tratados inter-
nacionales en la materia son incoherentes con la política de negociación que 
el Estado colombiano ha socializado con el país, y, finalmente, después de 
veinticinco años es posible verificar los efectos nocivos y las fuertes tensiones 
constitucionales que la adopción de dichos tratados trae consigo. 
Con lo anterior en realidad no estamos argumentando ni abogando por 
que la Corte Constitucional rechace de plano la adopción de ese tipo de 
tratados. Por el contrario, lo que pretendemos es que el juez constitucional 
realice un ejercicio más preciso y más profundo en la revisión de constitu-
cionalidad de dichos instrumentos; en concreto, que evalúe las verdaderas 
implicaciones constitucionales que tienen y, por tanto, que realice el ejercicio 
de ponderación de intereses que está llamado a hacer, más allá de comprobar 
la coincidencia en bloque con un par de artículos de la Constitución. Después 
de todo, no podemos olvidar que cada día es más claro que el juez consti-
tucional es también un operador jurídico de derecho internacional, y que 
debe operar (y prever la operación) con las normas de derecho internacional. 
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